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FUNDAMENTOS

El  proyecto  de  Régimen  Incentivo  para 
las  grandes  inversiones  en  nuevas  industrias  enviado  al 
Congreso en el día de ayer, martes 26 de Mayo se trata de un 
ampliación  del  Régimen  de  Incentivo  que  aún  se  encuentra 
vigente  a  través  de  la  Ley  Nacional  27.742.  Como  todo  en 
derecho puede analizarse desde al menos dos perspectivas, una 
afirmativa y otra más critica y comparativa con la situación 
en materia de recursos económicos, naturales y de soberanía 
del Estado en su dimensión nacional y subnacional.

Al  respecto  el  proyecto  pretende 
insertarse  en  un  nicho  que  actualmente  no  se  encuentra 
demasiado desarrollado en el país y la región. Se trata de 
atraer  inversiones  de  desarrollo  experimental  (es  muy 
importante tener en cuenta las implicancias de este término, 
remitiendo a productos y/o servicios que en otros países se 
encuentran prohibidos por el impacto contra la naturaleza y la 
humanidad que producen) o por su capacidad de lesionar el 
ecosistema digital de los países. 

Con el propósito de profundizar en esta 
materia  hemos  debemos  decir  que  desde  el  aspecto  técnico 
permite la instalación de empresas unipersonales, sociedades 
temporales creadas al efecto de invertir, sociedades Anónimas, 
sociedades de Responsabilidad Limitada y Cualquier otra forma 
jurídica  societaria  que  permita  a  través  de  la  misma  la 
instalación  de  Inversiones  principalmente  tecnológicas 
relacionadas  a  semiconductores,  Inteligencia  Artificial, 
Biotecnología en lo referido desperdicios y desechos altamente 
peligrosos e Infraestructura Digital. 

Así las cosas, la iniciativa parece muy 
atractiva para la provincia sin embargo existe un trasfondo de 
escucha que lesiona intereses y derechos adquiridos. 

En  primer  orden  el  proyecto  de  ley 
excede  las  facultades  del  Gobierno  Federal  y  colisiona  de 
forma directa con los textos constitucionales específicamente 
son  los  artículos  121  y  124  de  la  Constitución  Nacional. 
Recordemos  que  la  Carta  Magna  Nacional  establece  que  las 
provincias conservan todo el poder no delegado al Gobierno 
Federal y que les corresponde de forma originaria el dominio 
de los recursos naturales existentes en sus territorios. Al 
centralizar y anular normativas locales en pos de proteger al 
inversor  extranjero,  el  Súper  RIGI  adolece  de 
constitucionalidad en esta temática o lo que es igual avanza 
de  manera  inconstitucional  sobre  las  prerrogativas  no 
delegadas. 
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Asimismo  colisiona  con  el  texto  de 
nuestra  constitución  provincial  que  mandara  al  Estado  a 
defender su autonomía económica y fiscal. Someter la política 
impositiva y regulatoria rionegrina a las condiciones fijadas 
en  una  ley  nacional  para  beneficiar  a  capitales  privados 
vulnera el orden constitucional local. Promociona como una vía 
de atracción a nuevas inversiones es en realidad es un avance 
viciado  de  constitucionalidad  (se  quiebra  la  potestad 
tributaria autónoma de Río Negro, cuyo código fiscal prevé 
alícuotas significativamente mayores para actividades de gran 
envergadura)  mientras  que  el  super  Rigi  impone  de  manera 
coercitiva un límite máximo del 0,5% sobre la facturación de 
los proyectos de VUPs. 

A  nivel  municipal  también  se  avanza 
contra la legislación tributaria porque prohíbe explícitamente 
a  los  municipios  aplicar  tasas  de  inspección,  seguridad  e 
higiene u otras contribuciones basadas en las ventas o el 
volumen  de  producción  de  las  firmas  beneficiarias.  Esto 
desfinancia la primera línea de gestión estatal, que son los 
gobiernos locales (como Viedma, Bariloche o los municipios de 
la Región Sur).

En  relación  a  la  garantía  de una 
estabilidad fiscal absoluta por tres décadas, la provincia se 
ve  impedida  de  readecuar  su  política  tributaria  frente  a 
crisis  económicas,  inflación  o  emergencias  locales.  Las 
corporaciones  multinacionales  operarán  bajo  un  esquema  de 
"enclave fiscal", asimilando ganancias millonarias en dólares 
mientras  Río  Negro  subsidia  indirectamente  su  estructura 
operativa con una recaudación insignificante. Cabe añadir que 
el proyecto no solo garantiza por 30 años contra todo acto 
confiscatorio  o  expropiatorio  de  uso  de  bienes  muebles  e 
inmuebles (tierra y otros) sino que pretende legislar hacia 
adelante  fijando  como  condición  que  ningún  normativa  puede 
vulnerar derechos ya establecidos por este régimen especial. 
Constituyendo  este  acto  un  arrebato  del  poder  de  policía 
provincial  y  comprometiendo  la  soberanía  legislativa  y  la 
división  de  poderes  consagrada  constitucionalmente  en  los 
artículo 2º y 12 de nuestra constitución provincial.

En  lo  referente  a  la  resolución  de 
conflictos legales  el esquema obliga al Estado argentino a 
dirimir cualquier conflicto legal con los inversores ante el 
CIADI u otros tribunales internacionales de arbitraje. Esto 
desplaza  a  la  justicia  ordinaria  provincial  y  nacional, 
otorgando un fuero de privilegio a las empresas de Silicon 
Valley o corporaciones globales en detrimento de la soberanía 
judicial argentina.

Eliminación del Compre Local Al suprimir 
o  reducir  a  niveles  nominales  la  obligación  de  contratar 
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proveedores de la región o generar cadenas de valor internas, 
el  proyecto  destruye  al  entramado  PyME,  consolidando  una 
economía extractivista que no deja transferencia tecnológica 
ni capacidades instaladas en el territorio.

Existe  una  interrogante  ¿por  qué 
Argentina? La respuesta la encontramos en la negativa de otros 
países,  especialmente  los  europeos  a  convertirse  en  el 
basurero  del  mundo.  El  desembarco  de  megaproyectos 
tecnológicos  (tales  como  centros  de  datos  orientados  a  la 
Inteligencia  Artificial)  requiere  una  protección  ambiental 
estricta que este régimen desmantela por completo: ubicando en 
un estado de indefección absoluta al recurso hídrico: Los Data 
Centers masivos consumen millones de litros de agua dulce al 
día para enfriar sus servidores. El Súper RIGI impide que la 
provincia imponga restricciones de uso hídrico ante eventuales 
crisis o sequías si estas afectan la continuidad del negocio, 
poniendo  en  riesgo  el  agua  para  consumo  humano  y  riego 
agrícola  en  las  cuencas  rionegrinas.  Como  segundo  aspecto 
podemos señalar el consumo desproporcionado de energía: estas 
plantas demandan una potencia eléctrica equivalente a la de 
ciudades enteras. Al bloquear la capacidad de la provincia de 
regular las tarifas o priorizar el abastecimiento interno, se 
corre el riesgo de sufrir un encarecimiento generalizado de la 
energía  local  y  saturar  la  infraestructura  de  transporte 
eléctrico provincial.

Finalmente  se  viola  el  principio  de 
progresividad ambiental: La Ley General del Ambiente Nº 25.675 
establece  que  las  normativas  no  pueden  ser  regresivas.  El 
Súper  RIGI,  al  flexibilizar  los  controles  y  anular 
regulaciones  precautorias  locales,  viola  los  compromisos 
ambientales de la Nación y la Provincia de Río Negro.

Entonces,  esto  que  se  pretende  vender 
como una gran oportunidad para los argentinos y argentinas no 
es mas que una avanzada sobre nuestros recursos económicos y 
naturales, una flagrante atropello sobre los derechos de los 
argentinos  de  habitar  un  suelo  que  promueva  el  bienestar 
familiar  y  de  la  estructura  económica  en  cada  uno  de  sus 
eslabones  de  la  cadena  productiva.  En  segundo  orden,  el 
denominado súper RIGI profundiza los privilegios fiscales del 
régimen anterior, estableciendo rebajas impositivas extremas 
que  impactan  directamente  en  el  federalismo  fiscal  en 
principio se otorga a las empresas la posibilidad de inversión 
mínima de un mil millones de dolares, monto escaso para lo que 
representan  en  términos  de  beneficios  que  reciben  estos 
proyectos, de los cuales sólo deben ejecutar al 20 % dentro de 
los  dos  primeros  dos  años,  En  lo  concerniente  a  ingresos 
Tributarios  Nacionales  es  notable  el  beneficio  que  se  les 
ofrece a los VUPs respecto de otras inversiones nacionales, 
ofreciendo un esquema de reducción de alicuotas de impuesto a 



Legislatura de la Provincia
 de Río Negro

las Ganacias de sólo el 15 %, la posibilidad de deducción de 
quebrantos din limite temporal, el tributo por la generación 
de dividendos es del 7 % durante el primer año y del 3,5 % a 
partir  del  segundo  año.  Asimismo  se  les  otorga  exenciones 
aduaneras y en el régimen de Impuesto al Valor Agregado. Los 
proyectos  tributaran  una  única  alícuota  única  del  10%  en 
concepto  de  contribuciones  patronales  para  todas  las 
relaciones laborales. 

Asimismo se establece un tope regresivo 
a las provincias en el cobro de Ingresos Brutos, esto que se 
promociona como una vía de atracción a nuevas inversiones es 
en realidad es un avance viciado de constitucionalidad (se 
quiebra la potestad tributaria autónoma de Río Negro, cuyo 
código fiscal prevé alícuotas significativamente mayores para 
actividades de gran envergadura) mientras que el super Rigi 
impone de manera coercitiva un límite máximo del 0,5% sobre la 
facturación de los proyectos de VUPs. 

A  nivel  municipal  también  se  avanza 
contra la legislación tributaria porque prohíbe explícitamente 
a  los  municipios  aplicar  tasas  de  inspección,  seguridad  e 
higiene u otras contribuciones basadas en las ventas o el 
volumen  de  producción  de  las  firmas  beneficiarias.  Esto 
desfinancia la primera línea de gestión estatal, que son los 
gobiernos locales (como Viedma, Bariloche o los municipios de 
la Región Sur).

En  relación  a  la  garantía  de una 
estabilidad fiscal absoluta por tres décadas, la provincia se 
ve  impedida  de  readecuar  su  política  tributaria  frente  a 
crisis  económicas,  inflación  o  emergencias  locales.  Las 
corporaciones  multinacionales  operarán  bajo  un  esquema  de 
"enclave fiscal", asimilando ganancias millonarias en dólares 
mientras  Río  Negro  subsidia  indirectamente  su  estructura 
operativa con una recaudación insignificante. Cabe añadir que 
el proyecto no solo garantiza por 30 años contra todo acto 
confiscatorio  o  expropiatorio  de  uso  de  bienes  muebles  e 
inmuebles (tierra y otros) sino que pretende legislar hacia 
adelante  fijando  como  condición  que  ningún  normativa  puede 
vulnerar derechos ya establecidos por este régimen especial. 
Constituyendo  este  acto  un  arrebato  del  poder  de  policía 
provincial  y  comprometiendo  la  soberanía  legislativa  y  la 
división  de  poderes  consagrada  constitucionalmente  en  los 
artículo 2º y 12 de nuestra constitución provincial.

En  lo  referente  a  la  resolución  de 
conflictos legales  el esquema obliga al Estado argentino a 
dirimir cualquier conflicto legal con los inversores ante el 
CIADI u otros tribunales internacionales de arbitraje. Esto 
desplaza  a  la  justicia  ordinaria  provincial  y  nacional, 
otorgando un fuero de privilegio a las empresas de Silicon 
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Valley o corporaciones globales en detrimento de la soberanía 
judicial argentina.

Eliminación del Compre Local Al suprimir 
o  reducir  a  niveles  nominales  la  obligación  de  contratar 
proveedores de la región o generar cadenas de valor internas, 
el  proyecto  destruye  al  entramado  pyme,  consolidando  una 
economía extractivista que no deja transferencia tecnológica 
ni capacidades instaladas en el territorio.

Existe  una  interrogante  ¿por  qué 
Argentina? La respuesta la encontramos en la negativa de otros 
países,  especialmente  los  europeos  a  convertirse  en  el 
basurero  del  mundo.  El  desembarco  de  megaproyectos 
tecnológicos  (tales  como  centros  de  datos  orientados  a  la 
Inteligencia Artificial ) requiere una protección ambiental 
estricta que este régimen desmantela por completo: ubicando en 
un estado de indefección absoluta al recurso hídrico: Los Data 
Centers masivos consumen millones de litros de agua dulce al 
día para enfriar sus servidores. El Súper RIGI impide que la 
provincia imponga restricciones de uso hídrico ante eventuales 
crisis o sequías si estas afectan la continuidad del negocio, 
poniendo  en  riesgo  el  agua  para  consumo  humano  y  riego 
agrícola  en  las  cuencas  rionegrinas.Como  segundo  aspecto 
podemos señalar el consumo desproporcionado de energía: estas 
plantas demandan una potencia eléctrica equivalente a la de 
ciudades enteras. Al bloquear la capacidad de la provincia de 
regular las tarifas o priorizar el abastecimiento interno, se 
corre el riesgo de sufrir un encarecimiento generalizado de la 
energía  local  y  saturar  la  infraestructura  de  transporte 
eléctrico provincial.

Finalmente  se  viola  el  principio  de 
progresividad ambiental: La Ley General del Ambiente nº 25.675 
establece  que  las  normativas  no  pueden  ser  regresivas.  El 
Súper  RIGI,  al  flexibilizar  los  controles  y  anular 
regulaciones  precautorias  locales,  viola  los  compromisos 
ambientales de la Nación y la Provincia de Río Negro.

Entonces,  esto  que  se  pretende  vender 
como una gran oportunidad para los argentinos y argentinas no 
es mas que una avanzada sobre nuestros recursos económicos y 
naturales, una flagrante atropello sobre los derechos de los 
argentinos  de  habitar  un  suelo  que  promueva  el  bienestar 
familiar  y  de  la  estructura  económica  en  cada  uno  de  sus 
eslabones de la cadena productiva. 

Por ello; 

Autores: Daniel Belloso, Leandro Garcia, Alejandra Mas y Luis 
Ivancich.
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO

C O M U N I C A

  

Artículo 1º.- Al Congreso de la Nación, Cámara de Diputados, 
rechace el proyecto de ley denominado "Régimen de Incentivo 
para Grandes Inversiones en Nuevas Industrias" (Súper RIGI), 
por resultar abiertamente violatorio de la autonomía de los 
estados  subnaciones,  lesionar  de  forma  irreversible  la 
soberanía económica, poner en riesgo los ingresos tributarios 
nacionales y de los estados provinciales que adhieran  y poner 
en riesgo crítico los bienes naturales comunes.

Artículo 2º.- De forma. 


